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Radicado:      08-001-40-53-003-2021-00021-01. 
Proceso:         ACCION DE TUTELA. 
Demandante: LILIANA CASTAÑEDA DIAZ. 
Demandado: 
Vinculados: 

INSTITUTO DE TRANSPORTE Y TRANSITO DEL ATLÁNTICO. 
FEDERACION COLOMBIANA DE MUNICIPIOS – SIMIT Y MINISTERIO 
DE TRANSPORTE – RUNT. 

 
JUZGADO NOVENO CIVIL DEL CIRCUITO ORAL. Barranquilla, miércoles diez (10) de 
marzo de dos mil veintiuno (2.021). 
 
Procede el Despacho a resolver la IMPUGNACION presentada por la accionante contra el 
fallo de fecha Febrero 02 de 2021 proferido por el JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL 
ORAL DE BARRANQUILLA dentro de la presente solicitud de ACCIÓN DE TUTELA 
radicada bajo el No. 080014053003202100021-01 incoada en nombre propio por la señora 
LILIANA CASTAÑEDA DIAZ, identificada con la cedula de ciudadanía No. 1098’650.127 
contra el INSTITUTO DE TRANSITO DEL ATLÁNTICO, a través de su Representante Legal 
o quien haga sus veces, por la presunta violación de sus derechos Constitucionales 
Fundamentales al DEBIDO PROCESO y a la DEFENSA, vulnerados por la accionada.   
 

ACTUACIÓN PROCESAL 
 
La presente solicitud fue presentada en nombre propio por la señora LILIANA CASTAÑEDA 
DIAZ contra el INSTITUTO DE TRANSITO DEL ATLÁNTICO, correspondiéndole su 
conocimiento por reparto al JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL ORAL DE 
BARRANQUILLA, quien mediante auto del 20 de Enero de 2021 dispuso su admisión y 
ordenó oficiar a la parte accionada y vincular al trámite a la FEDERACION COLOMBIANA 
DE MUNICIPIOS – SIMIT y al MINISTERIO DE TRANSPORTE – RUNT, a fin de que dieran 
respuesta a los hechos de la tutela. Una vez notificados procede a dictar sentencia 
declarando improcedentes las pretensiones, la cual fue impugnada por la accionante, siendo 
esa la razón por la que se encuentra en esta superioridad, donde se admitió por auto de 
fecha febrero 19 de 2021, a fin de que se surta la alzada.  
 

HECHOS QUE MOTIVARON LA ACCIÓN 
 
Los hechos de la tutela se resumen son:  
 
“1. Me enteré que había(n) un(os) comparendo(s) que la secretaria de Movilidad (Transito) del municipio 
de ATLANTICO estaba cargando a mi nombre con número 08634001000026617495, 
08634001000026617497 Y 08634001000026617496. 2. Cabe resaltar que me enteré varios meses 
después de ocurrido(s) el (los) hecho(s) debido a que ingresé al SIMIT www.simit.org.co mas no porque 
me hayan enviado la notificación dentro del tiempo establecido por ley que son 3 días hábiles para todas 
aquellas infracciones anteriores al 22 de marzo de 2018. Y para las posteriores a esa fecha son 13 días 
hábiles de acuerdo a la Circular 20184000153241 del Ministerio de Transporte pues se agregan 10 días 
hábiles adicionales para la validación del comparendo según el artículo 12 de la resolución 718 de 2018. 
3. Por lo anterior envíe derecho(s) de petición (Ver pruebas) a la Secretaria de Movilidad (Transito) del 
municipio de ATLANTICO en donde solicitaba una serie de pruebas que demostraran que hubieran 
notificado personalmente e identificado plenamente al infractor. 4. En su respuesta no logran demostrar 
que hayan notificado personalmente ni identificado plenamente al infractor. 5. Tener en cuenta señor Juez 
que no está mi nombre ni mi firma lo cual demuestra que no me notificaron personalmente como lo ordena 
la sentencia C 980 de 2010. Lo que el artículo 8 de la ley 1843 de 2017 establece como procedimiento a 
seguir en ese caso, en concordancia con los artículos 68 y 69 de la ley 1437 de 2011 es que debieron 
ENVIAR notificación por aviso previa citación para notificación personal. Pero en mi caso no me notificaron 
ni personalmente ni por aviso. Por lo tanto, no pude enterarme de la sanción en mi contra ni ejercer mi 
derecho a la defensa por lo cual se me violó también mi derecho a que se me juzgue con base en leyes 
preexistentes (principio de legalidad). 6. Tener en cuenta señor Juez que NO ES MI NOMBRE NI MI 
FIRMA. Si bien en la guía dice Entregado, se debe tener en cuenta que según la sentencia C 980 de 2010 
la notificación debe ser PERSONAL pues entregarle la correspondencia a una persona cualquiera no 
garantiza que el destinatario efectivamente se entere del contenido de la comunicación. Ello se configura 
en violación a mi debido proceso y por ende a mi derecho al defensa consagrado en el artículo 29 de la 
Constitución. Y según la sentencia T 247 de 1997 la violación al debido proceso genera nulidad de lo 
actuado. 7. Por lo anterior se violó el principio de legalidad al no seguir el debido proceso, mi presunción 
de inocencia y no pude ejercer mi derecho a la defensa ni recurrir a otros medios de judiciales.” 
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P  R  U  E  B  A  S: 
 
DE LA PARTE ACCIONANTE. 
 

1) Fotocopia del derecho de petición enviado a la SECRETARIA DE TRANSITO 
(MOVILIDAD) DE ATLANTICO.  
 

2) Respuesta del derecho de petición enviado a la SECRETARIA DE TRANSITO 
(MOVILIDAD) DE ATLANTICO. 

 
DE LA PARTE DEMANDADA. 
 

La accionadas INSTITUTO DE TRANSITO DEL ATLÁNTICO contesta los hechos de la 
tutela y aporta las siguientes pruebas:  
 

Expediente contravencional. 
 
DE LAS VINCULADAS. 
 
La vinculada MINISTERIO DE TRANSPORTE, contesta los hechos de la tutela, pero no 
aportó prueba alguna. 
 
La vinculada FEDERACION COLOMBIANA DE MUNICIPIOS – SIMIT, no compareció al 
trámite. 
 

P  R  E  T  E  N  S  I  O  N  E  S: 
 
Con fundamento en los hechos narrados y en las consideraciones expuestas, el accionante 
solicita lo siguiente: “1. Declarar la nulidad total de los procesos contravencionales dejando si 
efectos la(s) orden(es) de comparendo(s) 08634001000026617495, 08634001000026617497 
y 08634001000026617496 y la(s) resolución(es) sancionatoria(s) derivada(s) de los mismos y 
se proceda a notificar debidamente enviando la(s) orden(es) de comparendo a la última 
dirección registrada en el RUNT para poder ejercer mi derecho a la defensa. Lo anterior 
siempre y cuando no haya operado el fenómeno de la caducidad de que trata el artículo 11 de 
la ley 1843 de 2017 pues en esos casos deberán eliminar completamente las ordenes de 
comparendo pues ya no podrían volverlas a notificar por haber pasado más de un año sin que 
tengan una resolución sancionatoria válida. 2. Ordenar la actualización de dicha información 
en la base de datos de infractores del RUNT, SIMIT y cualquier otra base de datos de 
infractores de tránsito.” 
 

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 
 

- La accionada INSTITUTO DE TRANSITO DEL ATLÁNTICO, a través de su Directora 
(E) Sra. CARMEN VANESSA HERNÁNDEZ GARCÍA, manifiesta lo siguiente:  

 
“Sea lo primero aclarar que el Instituto de Tránsito del Atlántico – ITA es una entidad descentralizada por 
servicios que cuenta con personería jurídica y patrimonio autónomo con funciones de organismo de tránsito 
en la jurisdicción del Departamento del Atlántico y como tal ejerce el control y la vigilancia de las infracciones 
de tránsito en su territorio. En el marco de dichas competencias y con el fin de reducir los índices de 
accidentalidad, el ITA ha implementado el sistema de detección de infracciones de tránsito para controlar las 
vías dentro de su jurisdicción verificando con dicho sistema el cumplimiento de las normas de tránsito. Entre 
las medidas implementadas se encuentra la instalación y puesta en funcionamiento de equipos que permiten 
verificar y controlar la conducta de los presuntos infractores en temas como el exceso de velocidad, como es 
el caso objeto de estudio, para lograr un aconductamiento de los usuarios de las vías lo que se traduce en 
mejorar la movilidad y particularmente la seguridad vial. Este tema se encuentra avalado por el Legislador en 
el parágrafo segundo del artículo 129 de la Ley 769 de 2002, el cual establece: PARÁGRAFO 2o. Las ayudas 
tecnológicas como cámaras de vídeo y equipos electrónicos de lectura que permitan con precisión la 
identificación del vehículo o del conductor serán válidas como prueba de ocurrencia de una infracción de 
tránsito y por lo tanto darán lugar a la imposición de un comparendo. EN CUANTO A LOS HECHOS: En lo 
que respecta a la vulneración del Debido Proceso, me permito indicar lo siguiente teniendo en cuenta el caso 
en estudio: Señor Juez, es cierto que el (la) señor (a) LILIANA CASTAÑEDA DIAZ, identificado (a) con 
cédula de ciudadanía No. 1098650127, se le inició proceso contravencional en virtud a la (s) orden (es) de 
comparendo No. 08634001000026617497 de fecha 13/06/2020, 08634001000026617496 de fecha 

mailto:ccto09ba@cendoj.ramajudicial.gov.co
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-009-civil-del-circuito-de-barranquilla


Radicado:      08-001-40-53-003-2021-00021-01. 
Proceso:         ACCION DE TUTELA. 
Demandante: LILIANA CASTAÑEDA DIAZ. 
Demandado: 
Vinculados: 

INSTITUTO DE TRANSPORTE Y TRANSITO DEL ATLÁNTICO. 
FEDERACION COLOMBIANA DE MUNICIPIOS – SIMIT Y MINISTERIO DE TRANSPORTE – RUNT. 

________________________________________________________________________ 
 

________________________________________________________________________ 
 

Dirección: Calle 40 N° 44 – 80 piso 8 
PBX: 3885005 Ext. 1098   www.ramajudicial.gov.co 
EMAIL: ccto09ba@cendoj.ramajudicial.gov.co 
WEB:  https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-009-civil-del-circuito-de-barranquilla 
CEL:   3114019243 

3 

13/06/2020, 08634001000026617495 de fecha 13/06/2020, el (las) cual (es) se ha seguido de acuerdo al 
trámite establecido en la Ley 769 de 2002 o Código Nacional de Tránsito, a la luz de los artículos 135, 136 y 
137, los cuales establecen el procedimiento aplicable por la autoridad de tránsito dentro de los procesos 
contravencionales, de acuerdo con las reformas establecidas en la Ley 1383 del 16 de Marzo del 2010 y la 
Ley 1843 del 14 de Julio de 2017, en lo que respecta a los comparendos electrónicos. Ahora bien, frente a 
su argumento sobre los pronunciamientos de la Corte Constitucional en la Sentencia C-038 de 2020, le 
informamos que en efecto la Honorable Corte Constitucional declaró inexequible el parágrafo 1 del artículo 8 
de la Ley 1843 de 2017, no obstante, es importante resaltar que la misma Corte Constitucional en la 
mencionada sentencia estableció la legalidad del sistema por medio de la cual se regula la instalación y 
puesta en marcha de sistemas automáticos, semiautomáticos y otros medios tecnológicos para la detección 
de infracciones al manifestar lo siguiente “por las infracciones captadas por medios tecnológicos (fotomultas), 
no implica que este sistema de detección de infracciones sea inconstitucional y, por lo tanto, puede seguir en 
funcionamiento.” (negrilla fuera de texto). Así mismo, deja vigente todas las demás normas del proceso 
contravencional como lo es el artículo 135, 136 y 137 de la Ley 769 de 2002 y normas concordantes. Que el 
artículo 137 del Código Nacional de Tránsito consagra en su párrafo primero: “En los casos en que la 
infracción fuere detectada por medios que permitan comprobar la identidad del vehículo o del conductor el 
comparendo se remitirá a la dirección registrada del último propietario del vehículo”. (Negrilla y subraya fuera 
de texto). Que el artículo 8 de la Ley 1843 de 2017 establece: “ARTÍCULO 8o. Procedimiento ante la comisión 
de una contravención detectada por el sistema de ayudas tecnológicas, la autoridad de tránsito debe seguir 
el procedimiento que se describe a continuación: El envío se hará por correo y/o correo electrónico, en el 
primer caso a través de una empresa de correos legalmente constituida, dentro de los tres (3) días hábiles 
siguientes a la validación del comparendo por parte de la autoridad, copia del comparendo y sus soportes al 
propietario del vehículo y a la empresa a la cual se encuentra vinculado; este último caso, en el evento de 
que se trate de un vehículo de servicio público. En el evento en que no sea posible identificar al propietario 
del vehículo en la última dirección registrada en el RUNT, la autoridad deberá hacer el proceso de notificación 
por aviso de la orden de comparendo. Una vez allegada a la autoridad de tránsito del respectivo ente territorial 
donde se detectó la infracción con ayudas tecnológicas se le enviará al propietario del vehículo la orden de 
comparendo y sus soportes en la que ordenará presentarse ante la autoridad de tránsito competente dentro 
de los once (11) días hábiles siguientes a la entrega del comparendo, contados a partir del recibo del 
comparendo en la última dirección registrada por el propietario del vehículo en el Registro Único Nacional de 
Tránsito, para el inicio del proceso contravencional, en los términos del Código Nacional de Tránsito.” (negrilla 
fuera de texto). Lo que significa, que es mandato legal frente al caso que nos ocupa enviar la orden de 
comparecencia al propietario del vehículo, en aras de dirimir los hechos acaecidos garantizando el debido 
proceso. Que teniendo en cuenta la necesidad de garantizar la comparecencia del presunto contraventor o 
implicado ante la autoridad de tránsito por la comisión de la infracción con ocasión a las órdenes de 
comparendo en mención, este organismo de tránsito agotó todos los medios a su alcance para hacer 
comparecer al citado, llevando a cabo el procedimiento especial de notificación de la ley de tránsito y las 
normas generales, dándole cumplimento a los términos y procedimientos establecidos en la Ley. Así las 
cosas, frente al proceso contravencional iniciado en virtud de la (s) orden (es) de comparendo referenciada 
(s), se tomó una decisión de fondo mediante resolución sancionatoria ATF2020019765, ATF2020019672, 
ATF2020020627, expedida (s) por la Inspección de Tránsito y Transporte que avocó el conocimiento del 
mencionado proceso en audiencia, que por su parte fue (ron) notificada (s) por estrado, dándole fin al proceso 
contravencional, de conformidad con el artículo 139 de la Ley 769 de 2002, que dispone que, la notificación 
de las providencias que se dicten dentro del proceso se hará en estrados. El procedimiento descrito fue el 
aplicado en el caso que nos ocupa, lo que indica que se cumplió la ritualidad establecida en la ley, 
garantizándole al presunto contraventor los derechos que le asisten, como el derecho de defensa y de 
contradicción. Acorde con lo anterior, se les concedió la oportunidad constitucional y legal al derecho de 
defensa y el debido proceso dando aplicación a los principios orientadores de las actuaciones administrativas 
consagrados en los artículos 29 y 229 de la Constitución Política, en concordancia con lo preceptuado en la 
Ley 769 de 2002, modificada por la Ley 1843 de 2017, Ley 1310 de 2009, Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (Ley 1437 de 2011) y demás normas concordantes. 
Llegados a este punto, es menester manifestarle que el artículo 89 de la Ley 1437 de 2011 o Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo establece: “…los actos en firme serán 
suficientes para que las autoridades, por sí mismas, puedan ejecutarlos de inmediato". De lo que se tiene, 
que, frente a los actos emanados por la administración, de cuyas características y habiéndose agotado el 
proceso, se presume su legalidad, hasta tanto la autoridad competente se pronuncie sobre ella, conforme a 
lo establecido en el artículo 88 de la citada norma, la cual manifiesta que: “Los actos administrativos se 
presumen legales mientras no hayan sido anulados por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo.”. 
De donde se desprende la prerrogativa de que todos los actos administrativos se presumen legales, hasta 
tanto no sean desvirtuados. Así las cosas, hasta tanto no sea cancelada (s) en su totalidad la (s) obligación 
(es) pendiente (s) que registra con éste Organismo de Tránsito por la (s) orden (s) de comparendo de la 
referencia, o se haya fundada una causal que justifique la desvinculación del proceso iniciado en su contra; 
no procede DESCARGAR LA (S) MULTA (S) impuesta (s) por la (s) orden (s) de comparendo que nos ocupa 
(n), ya que los organismos de tránsito tienen la obligación de alimentar las bases de datos del SIMIT, 
conforme a lo estipulado en el artículo 17 de la Ley 1383 que al respecto dice: “Los organismos de tránsito 
deberán reportar diariamente al Sistema Integrado de Multas y Sanciones por infracciones de tránsito las 
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infracciones impuestas, para que éste a su vez, conforme y mantenga disponible el Registro Único Nacional 
de Tránsito RUNT.” Y en la Ley 769 del 2002 en el parágrafo del artículo 10 el cual preceptúa: “En las 
dependencias de los organismos de tránsito y transportes de las entidades territoriales existirá una sede del 
SIMIT, con el fin de obtener la información para el consolidado nacional y para garantizar que no se efectúe 
ningún trámite de los que son competencia de los organismos de tránsito en donde se encuentre involucrado 
el infractor en cualquier calidad, si éste no se encuentra a paz y salvo”. Como ha quedado demostrado a lo 
largo del presente escrito y probado con las pruebas anexas al mismo, el proceso contravencional seguido 
en virtud de la orden de comparendo objeto de estudio, fue llevado a cabo respetando los derechos y 
brindándole todas las garantías al suscrito accionante. Ahora bien, al interpretar el contenido y alcance del 
artículo 86 de la Constitución Política, en forma reiterada la Honorable Corte Constitucional ha señalado que 
el objetivo de la acción de tutela se circunscribe a la protección inmediata y actual de los derechos 
fundamentales, cuando estos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades 
públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley. Así las cosas, se tiene que 
el propósito de la tutela, como lo establece el mencionado artículo, es que el Juez Constitucional, de manera 
expedita, administre justicia en el caso concreto, profiriendo las órdenes que considere pertinentes a la 
autoridad pública o al particular que con sus acciones u omisiones han amenazado o vulnerado derechos 
fundamentales y procurar así la defensa actual y cierta de los mismos. No obstante, hay casos en que el juez 
constitucional conoce de acciones de tutela, en los que para ese momento ya se ha reivindicado el derecho 
vulnerado o violado, o ha desaparecido la causa de tal afectación. Este fenómeno ha sido catalogado por la 
jurisprudencia como hecho superado, en el sentido de que han desaparecido los supuestos de hecho que 
motivaron el ejercicio de la acción. El concepto de hecho superado y sus implicaciones en el proceso de 
tutela han sido desarrollados por la jurisprudencia constitucional en distintos pronunciamientos. En este 
sentido, este organismo de tránsito no se encuentra afectando los derechos fundamentales que le asisten al 
accionante, dejando de ser necesaria la protección a través del mecanismo de tutela. DE LOS 
PRESUPUESTOS PROCESALES DE LA TUTELA. Dentro de los presupuestos procesales exigidos en la 
acción de tutela, está en primer lugar, que la misma haya sido presentada para buscar la protección de 
derechos fundamentales. En segundo lugar, se refiere a la existencia de legitimación en la causa por activa, 
es decir que se trate de la persona titular de la vulneración o amenaza del derecho fundamental para cuya 
protección pueda actuar por si misma o dentro de los supuestos establecidos en la respectiva codificación 
(Decreto 2591 de 1991, Art. 10). En tercer lugar, que el accionado este legitimado en la causa por pasiva, en 
virtud de la cual, la solicitud de tutela debe presentarse contra cualquier autoridad pública, particulares 
encargados de la presentación de un servicio público o respecto de aquellos casos en los que se presente 
una relación de subordinación o indefensión. En cuarto lugar, exige verificar que el peticionario no disponga 
de otro medio de defensa judicial, a menos que la acción de tutela sea utilizada como mecanismo transitorio 
para evitar un perjuicio irremediable. Y, en quinto lugar, el presupuesto procesal hace referencia a la 
inmediatez, es decir que la acción de tutela haya sido intentada dentro de un plazo prudencial o razonable 
que permita la protección actual, efectiva e inmediata de derechos fundamentales. Por último, es menester 
señalarle que la acción de tutela no es el medio para discutir estas situaciones de comparendos pues el actor 
cuenta con otro medio que es la NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, y no puede 
desconocer el carácter subsidiario de la acción de tutela, en este sentido, la jurisprudencia de la Corte en 
Sentencia T-471/17 señaló: “…. Carácter subsidiario de la acción de tutela. Reiteración de jurisprudencia 10. 
El inciso 4º del artículo 86 Superior consagra el principio de subsidiariedad como requisito de procedencia de 
la acción de tutela y establece que “esta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio 
de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 
irremediable”. Del mismo modo, el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, prevé que el amparo 
constitucional será improcedente, cuando existan otros medios de defensa judicial eficaces para resolver la 
situación particular en la que se encuentre el solicitante. FUNDAMENTOS DE NUESTRA OPOSICIÓN. La 
Acción de Tutela se encuentra regulada en el artículo 86 de la Carta Magna que reza: ARTICULO 86. Toda 
persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un 
procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de 
sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados 
por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. La protección consistirá en una orden para que 
aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato 
cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte 
Constitucional para su eventual revisión. Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro 
medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 
irremediable. En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su resolución. 
La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares encargados de la 
prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el interés colectivo, o respecto 
de quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión. De conformidad con el artículo 
precedente, podemos esgrimir los siguientes argumentos: - INEXISTENCIA DE PERJUICIO 
IRREMEDIABLE: De conformidad con lo establecido en el artículo 86 de la Carta Magna y lo dispuesto en 
el artículo 6 del Decreto 2591 de 1991, la acción de tutela es un mecanismo de tipo extraordinario y solo 
procede cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, cuando existiendo este resulte 
ineficaz o cuando se utilice como mecanismo transitorio para EVITAR UN PERJUICIO IRREMEDIABLE en 
cuyo caso surge la acción constitucional como mecanismo alterno de protección. Al respecto, la 
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jurisprudencia de la Corte Constitucional ha sido clara al determinar la procedencia de la acción de tutela, 
señalando su carácter subsidiario y por tanto, no entra a suplir los mecanismos procesales instituidos por el 
ordenamiento jurídico para defender los intereses de los particulares. Caso contrario sería si aun existiendo 
otro medio de defensa judicial, se utilizara la acción de tutela como un mecanismo transitorio para evitar un 
perjuicio irremediable. En el caso de marras, el accionante no demuestra que este siendo víctima de un 
perjuicio irremediable, ni establece en qué consiste el mismo, ni como lo afecta y como podría la acción de 
Tutela ampararlo. No basta con decir que se está sufriendo un perjuicio. Hay que demostrarlo. Si bien es 
cierto que en la acción de tutela no hay rigorismo probatorio no quiere decir ello que se permite ausencia de 
pruebas. Se facilita el aspecto probatorio, pero no se omite. El Accionante en el caso que nos ocupa debe 
probar el perjuicio a que está siendo sometido, y en el evento de no hacerlo se torna improcedente la acción 
impetrada. La Corte se ha pronunciado al respecto así: “…iii. Observa que el demandante ha hecho uso de 
todos los mecanismos procesales que tiene a su disposición y subsidiariamente solicitó que se le concediera 
el amparo solicitado como un mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, mientras se 
interpone y decide el recurso extraordinario de revisión. En este punto, el Juez encontró que el accionante 
cuenta con un mecanismo judicial para la protección de los derechos que considera le han sido vulnerados 
y no constata la existencia de un perjuicio irremediable, en tanto que el periodo constitucional por el que fue 
elegido terminó en el año 2010, lo que implica que a pesar de las decisiones que pueda tomar el juez de 
tutela “el actor no podría ejercer la dignidad para la cual fue elegido”. Concluye en este punto que es 
improcedente la acción de tutela “dado que su carácter subsidiario se ve soslayado en el presente asunto” al 
determinar que no existe un perjuicio irremediable y el tutelante cuenta con un mecanismo de defensa idóneo 
y eficaz como lo es el recurso extraordinario de revisión. …..” Sentencia T-127/14. PETICIÓN. Por lo anterior 
solicito señor Juez se declare la IMPROCEDENCIA de la presente acción de tutela, y en caso de ser 
procedente se nieguen todas las pretensiones de la misma de acuerdo con las razones expuestas.” 

 
- Por su parte el vinculado MINISTERIO DE TRANSPORTE compareció al trámite y 

manifestó:  
 

“… La Dra. Carmen Nelly Villamizar Archila actuando en calidad Coordinadora Grupo de Atención Técnica 
en Transporte y Tránsito del Ministerio del Trabajo, rindió informe dentro de la presente acción constitucional, 
expresando que una vez consultado el Sistema de Gestión Documental -ORFEO- y la plataforma PQRS 
Web del Ministerio de Transporte, no se evidencia que el señor LILIANA CASTAÑEDA DIAZ, identificado 
con Cédula 1.098.650.127, a nombre propio, o a través de apoderado o actuando como apoderado, haya 
presentado y/o radicada petición alguna ante este ente ministerial. Verificado el escrito de tutela, se tiene que 
este MINISTERIO DE TRANSPORTE carece de legitimidad en la causa por pasiva en el presente tema, 
toda vez que el asunto de esta radica ante una controversia sobre la presunta indebida notificación, en 
relación con los comparendos Nos. 08634001000026617495, 08634001000026617497 y 
08634001000026617496, impuestos por el INSTITUTO DE TRANSITO DEL ATLANTICO. Es necesario 
aclarar que, si bien es cierto, el Ministerio de Transporte funge como la autoridad suprema en materia de 
tránsito en el país, también es cierto que no ostenta la calidad de superior jerárquico de las Autoridades y los 
Organismos de Tránsito, dado que estos son autónomos e independientes, de manera que, no es del resorte 
de este Ministerio ordenar a esos entes que ejecuten sus funciones, ni intervenir en sus actuaciones 
administrativas. De otro lado, por expresa disposición del artículo 4º de la Ley 1310 de 2009, cada autoridad 
de tránsito ejercerá sus funciones en el territorio de su jurisdicción, “ARTÍCULO 4o. JURISDICCIÓN. Sin 
perjuicio de la colaboración que deben prestar las distintas autoridades de tránsito, cada una de ellas ejercerá 
sus funciones en el territorio de su jurisdicción, (…).”  Con base en estas disposiciones, destacamos que la 
competencia para REPORTAR y CARGAR al Sistema Integrado de Información sobre las Multas y 
Sanciones por Infracciones de Tránsito, SIMIT, y para DESCARGAR de ese sistema, la información de las 
multas y sanciones de tránsito impuestas a los infractores a las normas de tránsito, recae, también, en el 
organismo de tránsito respectivo y no el Ministerio de Transporte, habida cuenta que es quien posee la 
documentación e información pertinente al proceso contravencional de tránsito. En consecuencia, las 
autoridades que debe pronunciarse sobre los hechos y pretensiones de la acción de tutela es el INSTITUTO 
DE TRANSITO DEL ATLANTICO, entidad en cuya jurisdicción ocurrieron las presuntas infracciones 
contravencionales de comparendos Nos. 08634001000026617495, 08634001000026617497 y 
08634001000026617496, de los cuales, el accionante predica una presunta indebida notificación. En ese 
sentido, es posible concluir que la pluralidad de principios del debido proceso administrativo involucra los 
derechos de defensa y contradicción, ambos con naturaleza y estructura autónoma de derecho fundamental. 
En tal sentido, en sentencia T-1341 de 2001, la Corte sentenció: “i.) La efectividad de ese derecho en las 
instancias administrativas supone la posibilidad de que el administrado interesado en la decisión final que se 
adopte con respecto de sus derechos e intereses, pueda cuestionarla y presentar pruebas, así como 
controvertir las que se alleguen en su contra (CP, art. 29), pues, a juicio de la Corte, de esta forma se permite 
racionalizar el proceso de toma de decisiones administrativas, en tanto que ello evidentemente constituye un 
límite para evitar la arbitrariedad del poder público. Así mismo, destacamos que los organismos de tránsito 
son entes vigilados y controlados por la Superintendencia de Transporte, de conformidad con lo dispuesto 
en el parágrafo 3º del artículo 3º de la Ley 769 de 2002 y las funciones previstas en la Ley 01 de 1991 y las 
delegadas por el Decreto 101 del 2 de febrero de 2000. Finalmente, es preciso aclarar que, si bien es cierto, 
el Ministerio de Transporte funge como la autoridad suprema en materia de tránsito en el país, y como tal, 
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tiene como objetivo primordial la formulación y adopción de las políticas planes, programas, proyectos y 
regulación económica en materia de transporte, transito e infraestructura de los modos de transporte 
carretero, fluvial y aéreo y la regulación técnica en materia de transporte y tránsito de los modos carretero, 
marítimo, fluvial y férreo, de conformidad con lo señalado en el artículo 1° del Decreto 087 de 2011, y para 
ello, le corresponde cumplir las funciones claramente establecidas en el artículo 2° ibídem, además de las 
que le determina el artículo 59 de la Ley 489 de 1998; también lo es que no ostenta la calidad de superior 
jerárquico de las autoridades y los organismos de tránsito, ni de las entidades públicas o privadas que 
constituyen organismos de apoyo en esa materia, dado que estos son autónomos e independientes, de 
manera que, no manifestado extensamente entre esos pronunciamientos es importante destacar: T-519 de 
2.001 M.P. Clara Inés Vargas "... cuando del trámite procesal se deduce que el demandado no es 
responsable del menoscabo de los derechos fundamentales del actor, no puede, bajo ninguna circunstancia, 
concederse la es del resorte de este Ministerio ordenar a esos entes que ejecuten sus funciones, ni intervenir 
en sus actuaciones administrativas. SOBRE LA LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA. De lo 
anteriormente expuesto es posible colegir que no existe legitimación en la causa por pasiva: al respecto la 
honorable Corte Constitucional se ha tutela en su contra. La legitimación por pasiva de la acción de tutela se 
rompe cuando el demandado no es el responsable de realizar la conducta cuya omisión genera la violación, 
o cuando no es su conducta la que inflige el daño.” Así las cosas, su señoría, le ruego tenga en cuenta que 
el Ministerio de Transporte no es la autoridad competente para resolver lo peticionado por el accionante, 
siendo pertinente señalar que el procedimiento contravencional por infracción a las normas de tránsito 
corresponde a los Organismos de Tránsito por lo tanto es competencia del INSTITUTO DE TRANSITO DEL 
ATLANTICO, explicar el trámite llevado a cabo para notificar los comparendos Nos. 
08634001000026617495, 08634001000026617497 y 08634001000026617496, de los cuales, el accionante 
predica una presunta indebida notificación., como también explicar cómo se desarrolló el procedimiento 
administrativo sancionatorio surtido para la imposición de estos. PETICIÓN. Señoría en consideración a que 
el Ministerio de Transporte no ha conculcado derecho fundamental alguno al actor, en tal virtud, con el mayor 
respeto, solicitamos al despacho, no increpar responsabilidad alguna en el presente trámite constitucional y 
en consecuencia denegar por improcedente el amparo deprecado respecto a esta cartera ministerial.” 

 
DEL FALLO DE PRIMERA INSTANCIA 

 
El JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL ORAL DE BARRANQUILLA mediante 
sentencia proferida el 02 de febrero de 2021 consideró: 
 

 “… Encuentra el Despacho que la solicitud de amparo se erige por cuanto la accionante manifiesta que se 
le ha vulnerado su derecho fundamental al debido proceso y defensa puesto que no le fueron notificadas en 
debida forma las ordenes de comparendo                                                      No. 08634001000026617497 de 
fecha 13/06/2020, 08634001000026617496 de fecha 13/06/2020 y 08634001000026617495 de fecha 
13/06/2020. Adentrándonos al caso en cuestión, se tiene que dentro del trámite de la presente acción, la 
entidad accionada rindió informe expresando que las mencionadas ordenes de comparendo le fueron 
notificadas a la persona que aparece registrado en su base de datos como propietario del vehículo 
comprometido en la infracción y a la dirección que reporta en la base de datos del RUNT, es decir, KR 23 
TO B 52 52 APTO 102  BUCARAMANGA, tal como consta en las guías de servicios de la empresa de 
correos, que efectivamente aparecen como entregadas. Pues bien, tenemos que en la presente acción de 
tutela se presenta como vulnerado el derecho al debido proceso y defensa por la falta de notificación a la 
accionante de las órdenes de comparendo antes mencionadas. No obstante, de las pruebas arrimadas al 
proceso por parte del INSTITUTO DE TRANSITO DEL ATLANTICO, se evidencia que el proceso de 
notificación se ha surtido acorde con la normatividad procesal pertinente, esto es, de acuerdo con lo señalado 
en el artículo 9 de la Ley 1843 de 2017 y la Ley 1437 de 2011, procediendo a 1.- Dar apertura de la 
investigación contravencional, vinculándolo en audiencia pública en calidad de propietario del vehículo 
infractor;   2.- Enviar la citación para notificación personal y posteriormente publicar ésta en la página 
electrónica de la entidad por un término de cinco (5) días, de conformidad a lo establecido en el artículo 68 
de la citada; 3.- Enviar el aviso de notificación y posteriormente a publicarlo en la página electrónica de la 
entidad, por un término de cinco (5) días, con la advertencia de que la notificación se considerará surtida al 
finalizar el día siguiente al retiro del aviso, de conformidad a lo establecido en el artículo 69 dela Ley 1437 de 
2011 y 4.- Que una vez cumplido el termino de publicación del cual habla el artículo 67, 68 y 69 de la Ley 
1437 de 2011, el Instituto continuaría con el trámite contravencional bajo estudio y tomará una decisión 
definitiva, que culminará con una resolución sancionatoria que la declarará contraventor de la norma de 
tránsito. En ese orden, no se evidencia la presunta vulneración alegada por la actora, en tanto una vez fue 
notificada personalmente del comparendo e inclusive recibió la notificación por aviso, pudo acercarse ante 
las instalaciones del INSTITUTO DE TRANSITO DEL ATLANTICO y asistir a la audiencia pública a ejercer 
su derecho a la defensa y realizar sus descargos, sin que efectivamente se perciba cual fue la causa de la 
no comparecencia al endilgarle a la accionada y en ese sentido, la vulneración de su derecho fundamental 
de defensa como lo señala en su solicitud de tutela. Por lo anteriormente expuesto y de acuerdo con las 
consideraciones hechas, no se evidencia violación al derecho fundamental a la defensa y debido proceso, 
alegado por la accionante LILIANA CASTAÑEDA DIAZ por parte del INSTITUTO DE TRANSITO DEL 
ATLANTICO, por lo que el Despacho no accede a tutelar los derechos por ella invocado.” 
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DE LAS RAZONES DE IMPUGNACION 
 
La accionante en su escrito de impugnación señala:  
 
“FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN Que el superior revise la decisión de primera instancia, por 
carecer de las condiciones necesarias a la sentencia congruente, teniendo en cuenta que: 1. No se tuvo 
en cuenta la sentencia C 038 de 2020 que establece el principio de la plena identificación previo a una 
sanción automática sin brindar la posibilidad de defensa. 2. No se tuvo en cuenta el proceso establecido 
en el artículo 8 de la ley 1843 de 2017 y el artículo 69 de la ley 1437 de 2011 el cual demostré con pruebas 
y sin el menor asomo de duda que no se siguió. 3. No se tuvo en cuenta que interpuse esa tutela como 
último recurso y como mecanismo subsidiario (no principal) para evitar un perjuicio irremediable pues ya 
puse derecho de petición (para el cual el tránsito fue renuente a mis pretensiones) y ante la imposibilidad 
de usar otros medios de defensa judicial como el medio de control de nulidad y restablecimiento del 
derecho pues un proceso de estos requiere abogado en ejercicio que valdría más que el (los) mismos 
comparendo(s) y demoraría tanto (hasta más de un año) que en el tiempo en que dieran un fallo (sea a 
favor o en contra) ya me podrían embargar salarios, cuentas bancarias, etc. Por otro lado, el artículo 138 
de la ley 1437 de 2011 establece que dicho medio de control solo se puede presentar en los primeros   4 
meses de ocurridos los hechos y para el caso en particular ha transcurrido mucho más tiempo luego de 
ocurridos los hechos los cuales no me enteré a tiempo por falta de notificación. Tampoco pude agotar la 
vía gubernativa pues los recursos de reposición y en subsidio de apelación a que hace referencia el artículo 
142 del Código Nacional de Tránsito deben presentarse en audiencia a la cual nunca pude asistir por falta 
de notificación. 4. No se tuvieron para nada en cuenta las 13 Sentencias de las altas cortes en cuanto al 
principio de publicidad de los actos administrativos, el derecho al debido proceso administrativo y la 
defensa, la plena identificación, el proceso sancionatorio en materia de tránsito, entre otros. Las sentencias 
que fueron ignoradas por completo y sin motivación alguna son: C-214 de 1994, C-957 de 1999, C-530 de 
2003, C-980 de 2010, 25234200020130432901 del Consejo de Estado del 26 de septiembre de 2013, T-
145 de 1993, T-247 de 1997, T-677 de 2004, T-1035 de 2004, T-616 de 2006, T-558 de 2011 y T-051 de 
2016.    5. No se tuvo en cuenta que el hecho de que existan más de 3 sentencias de las altas cortes en 
el mismo sentido se constituye en precedente judicial el cual el juez debe observar a la hora de tomar una 
decisión y del cual solo se puede apartar con una adecuada motivación. Señor Juez, respetuosamente 
presento esta impugnación para que sea tomada en cuenta y se protejan mis derechos fundamentales al 
debido proceso, presunción de inocencia, legalidad y defensa.” 
 

PROBLEMA JURÍDICO 
 
Analizados los presupuestos fácticos, los descargos y lo argumentado en la tutela, surgen 
interrogantes así: 
 

¿Existe violación manifiesta, actual y concreta del Derecho Fundamental al DEBIDO 
PROCESO de la accionante? 
 

¿Existe violación manifiesta, actual y concreta del Derecho Fundamental a la DEFENSA de 
la accionante? 
 

¿Existe otro medio de defensa judicial?  
 

MARCO JURÍDICO Y JURISPRUDENCIAL 
 
Tratándose de controversias surgidas de la aplicación del procedimiento, se hace aplicable 
la normatividad contenida en la Constitución Nacional Artículos 86 y 29 y los reiterados fallos 
de la Honorable Corte Constitucional en su ejercicio de determinar el contenido y alcance de 
los derechos Fundamentales, invocados como vulnerados por los accionados. 
 

C  O  N  S  I  D  E  R  A  C  I  O  N  E  S 
 

Conforme a lo previsto en el artículo 33 del Decreto 2591 de 1.991, en armonía con el 
Decreto 1382 de 2.002, este Despacho es competente para conocer de la presente 
impugnación de fallo de tutela. 
 
La acción de tutela consagrada en el Artículo 86 Superior es un mecanismo procesal de 
indiscutible importancia y profundo significado en el diario vivir de la persona humana. 
 
La presente acción Constitucional se halla adecuada para la protección y restablecimiento 
de los derechos fundamentales y la dignidad humana, siempre que se encuentren 
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amenazados o conculcados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o por 
particulares en los casos de ley. 
 

LA ACCIÓN DE TUTELA Y ALCANCE DE LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL 
 
Conforme lo dispone el artículo 86 de la Constitución Política, la acción de tutela es un 
mecanismo de defensa judicial para la protección inmediata de derechos constitucionales 
fundamentales cuando éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de 
cualquier autoridad pública o de los particulares en los casos que señale la ley. Por ello, 
quien vea amenazado o vulnerado un derecho constitucional fundamental podrá acudir ante 
los jueces, en todo momento y lugar, con el fin de obtener la orden para que aquél respecto 
de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo.  
 
En ese sentido, se puede observar la relevancia que tiene, para la realización de lo dispuesto 
por la Constitución, la labor del juez de tutela quien debe verificar la efectiva vulneración o 
amenaza del derecho fundamental de los accionantes, para luego establecer si existe o no 
otro medio de defensa judicial ante el cual pueda ventilarse el conflicto. Si no se dispone de 
dicho mecanismo procesal, deberá darse curso a la acción de tutela. Por el contrario, si 
existe una vía de defensa judicial, deberá considerar, frente a las circunstancias del caso, 
su eficacia para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable, pues esta condición será 
la que lo faculte como juez constitucional para decidir de fondo en el asunto puesto a su 
conocimiento. 
 
Al respecto, la Corte ha señalado que “para los efectos de establecer cuando cabe y cuando 
no la instauración de una acción de tutela, el juez está obligado a examinar los hechos que 
ante él se exponen, así como las pretensiones del actor, para verificar sí, por sus 
características, el caso materia de estudio puede ser resuelto en relación con los derechos 
fundamentales posiblemente afectados o amenazados, y con la efectividad indispensable 
para su salvaguarda, por los procedimientos judiciales ordinarios, o sí a la inversa, la falta 
de respuesta eficiente de los medios respectivos, hace de la tutela la única posibilidad de 
alcanzar en el caso concreto los objetivos constitucionales”.  
 

LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA  
 

En virtud de lo dispuesto en los artículos 1º numeral 12 y 5º numeral 13 del Decreto 2591 de 
1991, la acción de tutela procede contra toda acción u omisión en la que incurran las 
autoridades públicas, que atenten contra los derechos fundamentales de las personas. 

 
DE LA TRASCENDENCIA IUSFUNDAMENTAL DEL ASUNTO  

 
En cuanto a este presupuesto de procedibilidad, la Corte ha señalado que se cumple cuando 
se demuestra que el caso involucra algún debate jurídico que gira en torno al contenido, 
alcance y goce de cualquier derecho fundamental 
 

SUBSIDIARIEDAD 
 
La Jurisprudencia Constitucional ha establecido en virtud del artículo 86 de la Carta Política, 
que la acción de tutela es un medio judicial con carácter residual y subsidiario, que puede 
utilizarse frente a la vulneración o amenaza de derechos fundamentales cuando no exista 
otro medio idóneo de defensa de lo invocado, o existiéndolo, no resulte oportuno o se 
requiera acudir al amparo como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 
La subsidiariedad implica agotar previamente los medios de defensa legalmente disponibles 
al efecto, pues la acción de tutela no puede desplazar los mecanismos judiciales previstos 
en la regulación ordinaria. 
 

INMEDIATEZ  
 
La jurisprudencia ha considerado que debe existir un término razonable, posterior a la 
ocurrencia de los hechos para que los ciudadanos recurran a la tutela como mecanismo para 
garantizar la protección inmediata de sus derechos fundamentales.  
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DEL DERECHO FUNDAMENTAL AL DEBIDO PROCESO 
 
La Corte Constitucional ha establecido que la procedencia de la acción de tutela contra 
providencias judiciales supone que el problema jurídico presentado a consideración del Juez 
de tutela resulte constitucionalmente relevante por comprometer derechos fundamentales 
de las partes en litigio y que se configure una de las causales específicas de procedibilidad 
de la acción de tutela, que han sido objeto de amplio desarrollo por parte de la jurisprudencia 
constitucional y recogen la doctrina de los defectos judiciales, cuales son: 
 

“a. Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia 
impugnada, carece absolutamente, de competencia para ello.  
b. Defecto Procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del 
procedimiento establecido.  
c. Defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del 
supuesto legal en el que se sustenta la decisión.  
d. Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes 
o inconstitucionales o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la 
decisión.  
[e]. Error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de 
terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales. 
[f]. Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar cuenta de 
los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones en el entendido que precisamente en esa 
motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional. 
[g]. Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte 
Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley 
limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para 
garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental 
vulnerado.  
[h]. Violación directa de la Constitución”. 

 
De esta forma, para que proceda el amparo derivado del ejercicio de la acción de tutela, en 
los eventos en que el reproche del interesado recae sobre la actividad judicial, debe acreditarse 
que al interior del proceso el interesado agotó los recursos y facultades con que contaba, no 
obstante lo cual persiste la violación de sus derechos fundamentales, que la acción se formula 
dentro de un término prudente de manera que, de un lado se conserven los principios de cosa 
juzgada y seguridad jurídica y, de otro, el despliegue del aparato judicial no resulte inocuo en 
la medida en que sea posible otorgar un amparo inmediato y eficaz frente a la amenaza o 
vulneración de derechos fundamentales, y que la actividad del juez se enmarca dentro de una 
de las causales específicas de procedibilidad previamente citadas. 

 
DERECHO DE DEFENSA Y CONTRADICCION 

 
El derecho a la defensa es el derecho de una persona, física o jurídica, o de algún colectivo 
a defenderse ante un tribunal de justicia de los cargos que se imputan con plenas garantías 
de igualdad e independencia.  
 
Se trata de un derecho que se da en todos los órdenes jurisdiccionales, y se aplica en 
cualquiera de las fases del procedimiento penal (sumario, intermedia y juicio oral) 
y civil (alegaciones, prueba y conclusiones).  
 
Así mismo, se impone a los tribunales de justicia el deber de evitar desequilibrios en la 
posición procesal de ambas partes e impedir que las limitaciones de alguna de las partes 
puedan desembocar en una situación de indefensión. 
 
Este derecho va ligado al debido proceso, el cual debe entenderse como una manifestación 
del Estado que busca proteger al individuo frente a las actuaciones de las autoridades 
públicas, procurando en todo momento el respeto a las formas propias de cada juicio. El 
artículo 29 del ordenamiento constitucional lo consagra expresamente “para toda clase de 
actuaciones judiciales o administrativas”. 
 
Así entonces, las situaciones de controversia que surjan de cualquier tipo de proceso, 
requieren de una regulación jurídica previa que limite los poderes del Estado y establezcan 
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el respeto de los derechos y obligaciones de los sujetos procesales, de manera que ninguna 
actuación de las autoridades dependa de su propio arbitrio, sino que se encuentren sujetas 
a los procedimientos señalados en la ley o los reglamentos.  
 
La Corte ha admitido que algunas garantías procesales, -y entre ellas el derecho de defensa 
y contradicción- no son absolutas y pueden ser limitadas por el legislador, siempre que no 
se vea afectado su núcleo esencial, la limitación responda a criterios de razonabilidad y 
proporcionalidad, y no se desconozcan otros derechos fundamentales, como puede ser el 
derecho a la igualdad. En todo caso, ha señalado que la función, tanto del legislador como 
del juez constitucional, es tratar de lograr que todos los principios y derechos que 
eventualmente puedan entrar en tensión a la hora de regular los términos judiciales sean 
garantizados en la mayor medida posible. 
 

DEL CASO EN CONCRETO 
 

El accionante aduce que se han violado sus derechos fundamentales al DEBIDO PROCESO 
y a la DEFENSA.  
 
Revisando la actuación que ha dado origen a esta acción, observa el Despacho que se trata 
de la solicitud de que se ordene lo siguiente: “1. Declarar la nulidad total de los procesos 
contravencionales dejando si efectos la(s) orden(es) de comparendo(s) 
08634001000026617495, 08634001000026617497 y 08634001000026617496 y la(s) 
resolución(es) sancionatoria(s) derivada(s) de los mismos y se proceda a notificar 
debidamente enviando la(s) orden(es) de comparendo a la última dirección registrada en el 
RUNT para poder ejercer mi derecho a la defensa. Lo anterior siempre y cuando no haya 
operado el fenómeno de la caducidad de que trata el artículo 11 de la ley 1843 de 2017 pues 
en esos casos deberán eliminar completamente las ordenes de comparendo pues ya no 
podrían volverlas a notificar por haber pasado más de un año sin que tengan una resolución 
sancionatoria válida. 2. Ordenar la actualización de dicha información en la base de datos de 
infractores del RUNT, SIMIT y cualquier otra base de datos de infractores de tránsito.” 
 
De lo observado en las pruebas aportadas por la accionada encuentra el Despacho que la 
accionada en su contestación informa que los comparendos fueron debidamente notificados 
a la dirección que aparece registrada en el RUNT, lo cual demostró la accionada al contestar 
los hechos de la presente Tutela.  
 
Por otro lado, como lo dijo el A-quo en el fallo impugnado, se evidencia que el proceso de 
notificación se surtió conforme a la normatividad procesal pertinente, esto es, de acuerdo 
con lo señalado en el artículo 9 de la Ley 1843 de 2017 y la Ley 1437 de 2011, procediendo 
a dar apertura de la investigación contravencional, vinculándolo en audiencia pública en 
calidad de propietario del vehículo infractor; enviar la citación para notificación personal y 
posteriormente publicar ésta en la página electrónica de la entidad por un término de cinco 
(5) días, de conformidad a lo establecido en el artículo 68 de la citada; enviar el aviso de 
notificación y posteriormente a publicarlo en la página electrónica de la entidad, por un 
término de cinco (5) días, con la advertencia de que la notificación se considerará surtida al 
finalizar el día siguiente al retiro del aviso, de conformidad a lo establecido en el artículo 69 
dela Ley 1437 de 2011 y una vez cumplido el termino de publicación del cual habla el artículo 
67, 68 y 69 de la Ley 1437 de 2011, el Instituto continuaría con el trámite contravencional y 
tomaría una decisión definitiva.  
 
Adora, además de lo expuesto por el A-quo en el fallo impugnado, la acción de tutela es 
improcedente cuando existan otros mecanismos judiciales para la solución de un conflicto 
jurídico dado el carácter subsidiario y residual que la caracteriza, sin embargo, 
excepcionalmente se puede emplear para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable. 
 
En efecto, el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, establece: “La acción de tutela no 
procederá: “…Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que 
aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La 
existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo 
las circunstancias en que se encuentra el solicitante.” 
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De la norma transcrita se infiere que el accionante cuenta con otros medios para hacer valer 
sus derechos y no es precisamente la Acción de Tutela el escenario para lograr que el 
proceso tenga su trámite normal. 
 

Así las cosas, sin necesidad de más elucubraciones jurídicas que a lo que conllevarían es a 
un desgaste mayor del aparato jurisdiccional vemos que en este caso el accionante cuenta 
con otros medios de defensa para solicitar la revocatoria de la sanción impuesta por los 
comparendos que originaron esta litis, por lo cual el fallo proferido en primera instancia 
estuvo acorde con los lineamientos constitucionales y legales., por lo que se confirmará el 
mismo, como así se dirá en la parte resolutiva de este proveído.  
 

En mérito de lo expuesto el Juzgado Noveno Civil del Circuito Oral de Barranquilla, 
administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 
 

RESUELVE 
 

Primero.  Confirmar el fallo de tutela de fecha febrero 02 de 2021, proferido por el JUZGADO 
TERCERO CIVIL MUNICIPAL ORAL DE BARRANQUILLA dentro de la presente solicitud de 
ACCIÓN DE TUTELA radicada bajo el No. 080014053003202100021-01 incoada en nombre 
propio por la señora LILIANA CASTAÑEDA DIAZ, identificada con la cedula de ciudadanía 
No. 1098’650.127 contra el INSTITUTO DE TRANSITO DEL ATLÁNTICO, a través de su 
Representante Legal o quien haga sus veces, por las razones expuestas en la parte motiva 
de esta providencia.  
 

Segundo. Notificar a las partes intervinientes, al Defensor del Pueblo Regional y al Juez A-
quo, por el medio más expedito y eficaz. 
 

Tercero. Dar cumplimiento al numeral 3º del fallo impugnado. 
 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE  
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